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			¿Qué queremos? ¿Dónde estamos?  




			¿Qué hacer? 




			



			 






			
Dos agravios recorren México 




			



			 






			La soberanía se ha debilitado. Éste es el primer agravio. Y el segundo es que la pobreza se amplía entre la mayoría de los mexicanos. Ante estos agravios que lastiman profundamente al pueblo de México, construyamos una verdadera regeneración nacional. 




			La soberanía está en riesgo cuando bandas de delincuentes amagan amplias zonas del país, y cuando agencias extranjeras deciden acciones dentro de México que son exclusivas de la nación. Al mismo tiempo, la pobreza es la violencia cotidiana, ordinaria, sistemática, la más agresiva contra millones de mexicanos. No existe igualdad ante la ley cuando la justicia social está ausente. 




			México no es una nación fallida. Tiene un Estado debilitado, pero la fortaleza de la nación radica en sus lazos sociales, sus arreglos institucionales y su memoria histórica. La nación tiene un pueblo, no gente. No hay terrorismo ni narcoterrorismo, ni los cárteles han suplantado al Estado. En realidad, han aprovechado su debilidad y su estrategia controvertida. 




			Ante estas dos afrentas, urge responder primero la pregunta: ¿qué queremos? En palabras sencillas pero profundas hay que decirlo con claridad y firmeza: los mexicanos queremos soberanía y justicia para hacer realidad la libertad. Es decir, queremos que México permanezca como nación soberana y que se abatan los niveles abismales de pobreza. La soberanía y la justicia son los dos principios fundacionales de la nación mexicana, y de su consecución depende su permanencia. Sin soberanía y sin justicia nuestra nación pone en riesgo su misma existencia. 




			Queremos  un  México  soberano. Soberanía  que  implica  que  sean  los mexicanos los que decidan sobre su propio destino. Que ese destino tenga contenido: justicia para hacer realidad la libertad y democracia con fundamento republicano. 




			La soberanía requiere un Estado legítimo con poder para decidir sobre las reglas en su territorio y con poder para hacerlas efectivas. La soberanía reside en la nación, no en el Estado. El soberano es el pueblo, que es muy diferente a la gente. La legitimidad del Estado la otorga la sociedad organizada cuando un sistema es justo, y significa que ese poder se ejerce por el pueblo y para el pueblo: eso es una democracia republicana. Si se ejerce sin consenso es tiranía. 




			Ésta es la hora de los ciudadanos. Participativos, conscientes y autónomos del Estado. Se propone una alternativa que alienta a la ciudadanía organizada a hacer por sí misma lo que nadie hará por ella: la alternativa es la práctica cívica. 




			En la actualidad muchos hablan acerca de “propuestas progresistas”, pero el contenido de sus actos los traiciona. Son los neoliberales y los neopopulistas, las dos opciones dominantes hoy en México. El neoliberalismo se hizo del poder a partir de 1995 y ha dejado a la ciudadanía desarticulada y a merced de los abusos del mercado. Los neopopulistas, por su parte, han echado mano una y otra vez de métodos clientelares para controlar la capital de la República. Ahora practican el movimiento llamado “Morena”, pero se ha señalado que lo mantienen mediante el acarreo y el uso de recursos públicos. 




			Ni libre competencia es sinónimo de sociedad libre, ni Estado interventor lleva a más justicia. Por eso, ante esas dos opciones dominantes, hay que rechazar la doctrina que le atribuye al Estado la responsabilidad de organizar las fuerzas sociales. Se trata de una postura en más de un sentido similar al  socialismo  de  Estado, cuyo  fracaso  radicó, entre  otras  cosas, en  haber sometido a esas fuerzas en lugar de liberarlas. También rechaza la doctrina que establece al mercado como la realidad absoluta, con una sociedad disminuida y ciudadanos incapaces de transformar su realidad. Ni liberalismo estatal ni socialismo de Estado: la historia atestigua la ineficacia de ambos sistemas. 




			Sólo una República capaz de establecer una clara distinción entre sociedad y Estado podrá liberar las fuerzas sociales necesarias para la producción, el desarrollo y la justicia. 




			La propuesta de la democracia republicana se nutre de largas luchas en México. Plantea dar un nuevo jalón reformador para la regeneración nacional. No se trata de meras reformas sueltas, tampoco de alcanzar algunas mejoras  mientras  se  genera  más  miseria, corrupción, debilitamiento  de  la soberanía y de la justicia social. 




			Esta alternativa propone una reforma sistemática. Reconoce que diferentes  luchas  requieren  diferentes  estrategias. Se  trata  de  reformas  sociopolíticas, de economía social y civiles para defender la soberanía nacional y asegurar mucha más justicia social. Convoca al diálogo y al consenso. Es un largo y difícil camino a la victoria que requiere de la construcción de bases sociales participativas, conscientes y autónomas, capaces de sostener una lucha de posiciones, y el desarrollo de un cuerpo de ideas que permita fundar una nueva hegemonía. 




			Hoy no existen las condiciones para el desarrollo de una estrategia revolucionaria, como  las  que  ocurrieron  a  fines  del  siglo  XIX y  durante  la primera mitad del XX. Los viejos movimientos revolucionarios por la vía violenta han perdido vigencia ante un nuevo contexto internacional. El escenario tampoco es propicio para resolver los grandes problemas por medio de una acción decisiva. Su dimensión y su complejidad demandan mucho más que un mero golpe de timón. 




			La democracia republicana entiende la imposibilidad de asumir hoy una estrategia ofensiva. Las circunstancias imponen el esfuerzo a largo plazo, tenaz, decidido, comprometido. Un movimiento de resistencia orientado al desgaste del adversario. Pero no acepta desde un principio las condiciones dadas de la lucha, o sea las condiciones que el adversario establece, sin pensar en cambiarlas antes de la confrontación o buscar otro lugar y tiempo. Se trata de avanzar de una posición a otra, de resistir para pasar a la ofensiva, sin quedarse en el mismo lugar, para ir en pos de algo nuevo, que vaya en la dirección de transformar el sistema realmente en beneficio de los que menos tienen. 




			El libro que el lector tiene en las manos es una síntesis y una guía de la Democracia republicana, donde se abordan in extenso los temas que aquí se tratan de manera sucinta.1 Para presentar de un modo más accesible y práctico esta  nueva  versión, he  decidido  partir  de  tres  preguntas  esenciales: “¿qué queremos?”,  “¿dónde estamos?”,  “¿qué hacer?”, cuestión esta última que se propone como eje del presente trabajo y que indaga sobre las diversas acciones que nuestro país podría llevar a cabo en su camino hacia un futuro de soberanía y justicia. 




			Para contestar a la interrogante, “¿qué queremos?”, he intentado partir de un adagio clásico:“No hay viento favorable para barco sin rumbo”. Con él en mente, he buscado trazar de manera minuciosa y razonada una ruta concreta hacia los objetivos centrales señalados arriba: soberanía y justicia. Esa  ruta  es  la  democracia  republicana, nueva  etapa  del  liberalismo  social. A la pregunta,  “¿dónde estamos?”, se responde con un diagnóstico de la realidad nacional e internacional y una reflexión sobre la historia. 




			La  tercera  pregunta, “¿qué  hacer?”, se  la  han  planteado  durante  siglos todos los seres humanos, entre ellos el narrador ruso Nikolai Chernishevski, quien tituló así una de sus novelas. “¿Qué hacer? Toma el riesgo”, sostiene uno  de  los  personajes  de  la  obra.2 Planteada  como  interrogante, la  frase representa un llamado imperativo a la acción. En esa dirección apuntan las propuestas que aquí se plantean, no a partir de las exigencias del proceso electoral más cercano sino con los requerimientos de las próximas generaciones en mente. 




			¿Qué hacer? Al formular la pregunta nos proponemos definir un problema. No se trata, claro está, de plantear como verdades incontrovertibles las alternativas que aquí se aventuran sino de abrir vías de investigación y análisis. La intención es que el lector identifique los problemas y, al hacerlo, contraste lo que aquí se dice con la información de la que dispone, para que al final someta las respuestas a la prueba de ácido de sus propios razonamientos. Sólo así podrá fundar su propio juicio, tal y como propone el historiador John Womack Jr.3 




			Este libro se postula, entonces, como un llamado a reflexionar y actuar. Hay que leerlo y entenderlo como un trabajo en proceso: sus contenidos no son concluyentes ni pretenden serlo. Al redactarlo he tenido presentes las palabras que Antonio Gramsci escribió para presentar uno de sus llamados recurrentes a fundar un nuevo orden:“[El texto] es una invitación a los mejores y los más conscientes a reflexionar sobre el problema, para que cada uno  desde  su  esfera  de  competencia  empiece  a  colaborar  en  la  solución [...] Quien de manera genuina aspira a un fin tiene también que aspirar a conseguir  los  medios”.4 En  ese  mismo  ánimo, esta  obra  invita  a  dialogar y  trabajar  de  manera  colectiva  a  todos  aquellos  que  se  sientan  dispuestos a pensar y actuar, en busca de los medios que nos permitan construir un entorno soberano más justo para todos. 




			Para la mayoría de los mexicanos los tiempos que corren son de ansiedad y temor. La adversa realidad interna y la crisis internacional representan un enorme riesgo. La inestabilidad económica y el dominio del capital especulativo, apoyado por los ideólogos del llamado “espíritu libertario”, tienen al mundo en vilo. Esas políticas han dejado una secuela de inestabilidad e incertidumbre cuya duración es difícil anticipar, aunque según muchos indicios habrá de extenderse durante un largo periodo. 




			En un mundo globalizado, México no puede sustraerse a este contexto internacional. A lo largo de su historia, nuestro país, especialmente susceptible a las mudanzas del entorno mundial, ha debido adaptarse a las circunstancias y aun modificar de manera extrema sus proyectos, lo mismo en el ámbito económico que en la esfera social, política y cultural. 




			En el aspecto interno, México vive un periodo de desaliento y temor. El desaliento proviene de la falta de oportunidades económicas. Y el temor de la violencia cotidiana que padece la sociedad entera. Entre muchas consecuencias nocivas, hoy los mexicanos enfrentan los efectos corrosivos de la inseguridad  sin duda  por  la  violencia  de  los  cárteles  y  sus  sicarios  desalmados. Pero la mayor violencia es la pobreza en la que viven millones de compatriotas: una violencia sistemática, que lesiona a los sectores más desprotegidos. Según  cifras  oficiales, la  pobreza  ha  explotado  en  los  últimos años. De acuerdo con el Coneval, hasta antes de la crisis mundial, la población en situación de pobreza aumentó en seis millones de personas entre 2006 y 2008. Para 2010 había crecido en tres millones más. El número total de pobres en el país pasó a ser de 51 millones, prácticamente la mitad de los mexicanos. 




			El crimen organizado tiene un nuevo rehén: la seguridad de las familias. Crece el miedo ante la evidencia de que los narcotraficantes extienden su violencia sobre regiones cada vez más amplias del país. A mediados de 2011, la cifra de muertos y ejecuciones vinculadas con el crimen organizado durante los últimos cinco años superaba las 50 mil personas.5 




			A esto se agrega la noticia difundida por la prensa extranjera de que la soberanía  del  país  ha  sido  comprometida  en  la  lucha  contra  los  cárteles, al poner en manos de agencias extranjeras funciones exclusivas del Estado mexicano o incluso permitirles dar instrucciones a unidades mexicanas de seguridad:“Funcionarios en ambos lados de la frontera afirman que nuevos esfuerzos han sido diseñados para burlar las leyes mexicanas que prohíben que militares y policías extranjeros operen en territorio mexicano, así como contratistas privados extranjeros en labores de seguridad interna”.6 




			Estos tiempos de zozobra y de inseguridad llegan precedidos por la llamada “década perdida” de oportunidades económicas y esperanzas sociales frustradas. La economía nacional está enferma y su deterioro, junto con el daño al ambiente, son la causa principal de la falta de progreso. Y es que por más que en el discurso se quiera sostener lo contrario, no puede hablarse de “avances” ahí donde la miseria crece y disminuyen las posibilidades de una existencia digna. México vive los efectos de una crisis que se ha prolongado por más de 10 años: la desigualdad y la pobreza aumentan, mientras el empleo y el patrimonio de los mexicanos se desploman. Los gobiernos neoliberales han dejado como herencia una economía estancada. 




			A la población que permaneció dentro del país le tocó padecer las consecuencias de una pésima calidad educativa: según se ha documentado, durante el periodo al que aquí se alude más de la mitad de los jóvenes mexicanos carecía de la información más básica en aritmética, ciencia y lengua española. Al final de la primera década del siglo XXI, casi seis millones de jóvenes mexicanos enfrentaban la falta de educación y de empleo. Hasta la fecha muchos de ellos carecen de un apoyo suficiente en materia de salud y viven al margen de una red social participativa y solidaria. 




			Mejorar la calidad del sistema educativo es ya un asunto de seguridad nacional. Al drama de la incertidumbre colectiva en casi todos los rubros (educación, salud, empleo, trabajo, seguridad) se suma al reto constante a las instituciones. 




			La transición democrática se ha enredado. Hoy las encuestas dan fe de la preocupación y el desencanto de los ciudadanos, en tanto que la migración masiva de mexicanos a los Estados Unidos es motivada por el  desaliento nacional y crece de manera progresiva ante la falta de oportunidades en el país. 




			Todo esto confirma el desánimo generalizado de los mexicanos. Como corolario, el país ha perdido presencia en el ámbito externo y, por lo tanto, ocupa una débil posición en los foros internacionales y las iniciativas globales. Ante el mundo, México aparece como una nación asfixiada. 




			Los riesgos se agravan ante la falta de un debate a la altura de las circunstancias. La vida intelectual de la nación se ha empobrecido. En medio de todo esto, los intelectuales orgánicos del neoliberalismo y el neopopulismo se muestran incapaces de promover la hegemonía que se gana al construir consenso sin coerción. En esta atmósfera, lo que impera es la polarización entre versiones simplificadas de la realidad. Dominan los estereotipos promovidos por esos mismos intelectuales. 




			Hoy más que nunca importa instalar los reclamos y la presencia de las mujeres y los jóvenes en el centro del esfuerzo democrático y republicano. En primer lugar, porque en la agenda de las tareas por cumplir hay una serie de aspectos estructurales estrechamente relacionados con sus demandas más  apremiantes. En  segundo  término, por la  manera  en  que  la  crisis ha impactado su vida cotidiana. Y sobre todo porque el presente y el futuro de México resultan impensables sin la capacidad de liderazgo, vocación de entrega y honestidad a toda prueba de sus mujeres y jóvenes. 




			Un entorno externo en crisis, aunado a las severas dificultades del contexto interno, tienen a la nación en riesgo. Es urgente fortalecer a la República para garantizar su futuro. En la democracia republicana, esto es preciso subrayarlo, las organizaciones sociales tienen que ser autónomas del Estado, para que la lucha sea eficaz. 




			Las nuevas generaciones enfrentan grandes retos. Tal vez por eso sus expectativas están puestas en el campo de lo posible, antes que en el terreno de lo deseable. Los verdaderos ideales no son de los ilusos, no tienen que ver con el engaño, mucho menos con la mentira. Los jóvenes de hoy, marcados por tanta decepción, son idealistas pero desconfiados. La construcción de la democracia republicana requiere de su ambición y rebeldía para convertir en realidad el propósito de ciudadanos participativos y organizados. Ojalá estas páginas los ayuden a descubrir la manera de orientar su descontento, a pensar estratégicamente, a debatir en la diversidad y participar de manera organizada y consciente. Si en algo contribuye este libro a que encuentren algunas  respuestas  para  la  perdurable  y  renovada  pregunta, “¿qué  hacer?”, esta obra habrá alcanzado uno de sus más preciados objetivos. 




			



			 






			Ciudad de México, 15 de septiembre de 2011 




			



	    




 	

	    

            



			 






			CAPÍTULO 1 




			



			 






			Primero, pensar estratégicamente 




			



			 






			Ante los riesgos evidentes que hoy enfrenta la República y establecida la soberanía y la justicia como respuestas a la pregunta ¿qué queremos?, se hace urgente plantearse: “¿Qué hacer?” Responderla implica la construcción de la fuerza necesaria para ir en pos de aquello que se quiere alcanzar. Pero diferentes objetivos requieren de medios distintos. De ahí que la fuerza de que se trata tiene que ser en relación al terreno donde se da la lucha.1 




			Frente a los desafíos que hoy encara el país, el trabajo comprometido y participativo es el camino para construir una alternativa viable para la soberanía y la justicia. Esa construcción debe entenderse como una tarea ciudadana. Nadie hará por los mexicanos lo que ellos no hagan por sí mismos de manera organizada. 




			



			 






			¿Quiénes son los adversarios? 




			



			 






			En el contexto interno los rivales a enfrentar son los neoliberales, los neopopulistas y, claro está, los intelectuales que diseñan y sostienen los proyectos de ambos bandos. En el ámbito externo los adversarios son el capital especulativo y su dinámica perversa, el control desde el extranjero del sistema de pagos del país, y las constantes presiones que desde el exterior se ejercen sobre los energéticos mexicanos. 




			Para encarar estos conflictos hay que pensar con seriedad, debatir en la diversidad y actuar de manera comprometida. Para transformar su entorno los ciudadanos participativos necesitan aprender a leer el mundo que los rodea. Es indispensable en estos tiempos de incertidumbre y ansiedad. 




			Se vive una circunstancia nacional y mundial sin precedentes. La dimensión y la profundidad de los riesgos que hoy corre el país exigen ser parte de la acción. El tiempo juega en contra. No hay espacio para la complacencia. Hay que actuar ahora, con la vista puesta en el futuro —un futuro que, en cierta forma, ya toca a la puerta y que llega sembrado de amenazas. 




			



			 






			
Pensar estratégicamente 




			



			 






			Por lo general, los debates surgidos en torno a la pregunta “qué hacer” no desembocan en una estrategia sino en una lista de temas y tareas, un inventario de objetivos y aspiraciones, algo así como un catálogo de políticas públicas. Antes de elaborar un programa de acciones encaminadas a la construcción de una democracia republicana, es necesario prepararse para pensar de manera estratégica. 




			El “pensamiento estratégico” exige, en primer lugar, establecer un propósito  específico, saber  qué  queremos. Este  pensamiento  implica  evaluar las posiciones estratégicas en el contexto de un conflicto. Es una cuestión de poder. Lo que sigue es analizar las fuerzas en ese conflicto y el campo en el que cada fuerza intentará desplegar sus acciones. Pensar de forma estratégica implica evaluar las distintas posiciones en el contexto de una lucha. 




			Para Peter Paret, estudioso de la estrategia, “el pensamiento estratégico es antes que nada pragmático. Depende de las condiciones geográficas, sociales, económicas y políticas”. Citando a Hans Delbrück, autor de Historia  del arte de la guerra, el mismo Paret destaca: “Una vez que el pensamiento estratégico se torna inflexible y autosuficiente, la más exitosa de las tácticas puede conducir al desastre político”. 




			Suele considerarse que para pensar de manera estratégica basta con definir lugares, objetos y objetivos. Falso: precisar posiciones estratégicas no equivale a pensar estratégicamente. Tampoco basta con elaborar listas de objetivos, aspiraciones  o  tareas. La  discusión  sobre  aquello  que  es  necesario hacer puede llevar a la conformación de una agenda, pero no conduce al diseño de una estrategia. 




			Si bien se requieren estrategias diferentes para conflictos distintos (sea bélico, político, social, en la producción, cultural), el pensamiento estratégico tiene elementos generales, como ha señalado John Womack Jr. en su obra Posición estratégica y fuerza obrera: significa calcular los poderes más probables, los campos de las fuerzas en conflicto por el periodo en que se estima luchar, calcular lo que se puede ganar o perder, decidir entre los escenarios lo que más se aspira a ganar ante las condiciones prevalecientes, lo que se tiene que ganar y lo que no se puede arriesgar a perder. Pero lo primordial es detenerse a reflexionar sobre el carácter del conflicto, para luego establecer si es posible modificar su naturaleza, o si es inevitable asumirlo tal y como se ha identificado desde el principio. Las condiciones que se han aceptado o las que se han decidido enfrentar. 




			Las posiciones estratégicas son lugares, objetos u objetivos. Pensar estratégicamente es evaluar esas posiciones en el contexto de un conflicto. Conviene insistir, sin embargo, que dichas posiciones no operan de la misma forma en el terreno de la producción que en el de la sociedad civil. En este último campo pueden desplegarse desde varios sectores principales: comercial, cultural, político y financiero, pero también moral, legal, ideológico. 




			Womack ha señalado que cuando la posición estratégica “se ubica en el sector comercial unos pocos vendedores o compradores [...] pueden afectar  muchas  áreas  de  intercambio. Cuando  esa  posición  abarca  un  espacio cultural, quienes la ocupan pueden apoyar y validar ciertos enfoques ideológicos, pedagógicos o filosóficos. Si se trata de una posición en el campo de la política, el trabajo debe orientarse a promover la aprobación de leyes y reglamentos favorables al movimiento. Y por último, cuando se tiene una posición  estratégica  en  el  terreno  financiero, conviene  aprovecharla  para oponerse a una determinada tecnología o para presionar a toda una industria”. Y agregó: Pero en el terreno técnico las cosas son distintas. Ahí “la mano de obra en acción colectiva es una fuerza específica y exclusivamente obrera”. Si el trabajo en esas posiciones se detiene, provoca dislocaciones extensivas del trabajo en otras actividades: al interior de la fábrica, entre empresas, entre ramas industriales (si la industria que se detiene es estratégica), entre países productores. Es un poder del trabajo sobre la producción, un poder técnico de los trabajadores que no depende de que sean calificados o no, sino precisamente de esa posición técnica que les permite interrumpir la producción en puntos clave. 




			Aquí la palabra “fuerza” debe entenderse no sólo en un sentido positivo (aquello que pone en movimiento algo), sino también y de manera especial “en un sentido negativo, por lo que quita o resta a la producción cuando deja de operar: es el caso de las posiciones industrial y técnicamente estratégicas”. En esto, como en la guerra, lo que cuenta no es el número de efectivos implicados sino su ubicación en puntos decisivos. 




			



			 






			
Estrategia 




			



			 






			Una estrategia es un plan general de operaciones, cuyo principal objetivo es ganar lo más posible y minimizar los daños que puede ocasionar el adversario. “La estrategia debe tomar en consideración todos los aspectos, tanto los propios como los del adversario, representado por el Estado con todas sus capacidades económicas y políticas. El estratega será exitoso si evalúa correctamente la naturaleza del conflicto”. Así lo señaló el autor y teórico soviético Aleksandr A. Svechin en su clásico Estrategia.  




			Por lo demás, al hablar de estrategia es común que se piense en acciones de guerra. Conviene insistir, por  lo tanto, que no es  lo  mismo hablar  de estrategia desde una perspectiva castrense que apelar al concepto para referirse a cuestiones sociales, políticas o relativas a la producción. 




			Todo  plan  estratégico  debe  partir  de  propósitos  definidos. Por  encima de todo, ¿qué queremos? Uno de los primeros es modificar el balance de fuerzas. En el caso que nos ocupa, se requiere partir de un plan general de operaciones y una lectura cuidadosa de “los contextos” de poder. Se necesita, además, construir un acuerdo sobre dónde y cuándo enfrentar al adversario, establecer de manera objetiva los recursos con los que se cuenta para sostener la lucha y, por último, definir el tipo de liderazgo necesario para alcanzar las metas fijadas. Pero ningún plan se diseña sin anticipar las posibles reacciones del adversario. Puesto que de antemano se sabe que éste también cuenta, toda estrategia debe tener muy claras sus intenciones, de modo que quienes la ejercen sean capaces en todo momento de vincular medios, acciones y fines. 




			



			 






			
El contexto actual impide una victoria decisiva  y anticipa una lucha de desgaste  




			



			 






			Empezar por este camino, el de pensar estratégicamente, representa un avance trascendental, tanto hacia la definición de una identidad como en el proyecto indispensable de participar de forma colectiva. La logística, conviene recordar, podría definirse como el arte de usar la fuerza para obtener más fuerza y aplicarla en el momento preciso y sobre el flanco decisivo. 




			Delbrück y Svechin nos han legado una serie de ideas que pueden resultar de gran utilidad: “Los conceptos de victoria por aniquilamiento o victoria por desgaste, aplicables no sólo a la estrategia militar sino a la política, la  economía, el  boxeo  y, en  suma, a  cualquier  forma  de  conflicto, deben explicarse en función de la dinámica específica de cada situación”. En el caso de la tarea que aquí se plantea, las condiciones actuales descartan por improcedente el propósito de alcanzar el triunfo absoluto mediante una sola acción decisiva. Se trata, en cambio, de desgastar de manera gradual al adversario, sin concentrar todas las fuerzas en una sola operación. 




			Conviene tener en cuenta, cuando se piensa en los ingredientes que intervienen a la hora de aplicar una estrategia de este tipo, que lo inesperado, lo contingente y aun el azar juegan un papel importante. 




			



			 






			
Hacia una nueva etapa del liberalismo social: dos principios y una propuesta 




			



			 






			Ante la compleja realidad que la nación enfrenta en el inicio de la segunda década del siglo XXI, es necesario avanzar hacia la construcción de la nueva etapa del liberalismo social: la democracia republicana. Esta alternativa ciudadana no es un proyecto de última hora. La historia de México registra varias  expresiones  previas  del  liberalismo  social, las  cuales  tuvieron  lugar entre el arranque del siglo XIX y el final del siglo XX, como se detalla más adelante. 




			Como se ha visto, el nuevo contexto internacional y nacional obliga a pensar en acciones inéditas. Pero si se pretende que éstas resulten de verdad efectivas es preciso fijar metas claras y factibles. En cualquier caso, el camino que el país elija debe apuntar hacia dos objetivos esenciales: mantener la soberanía y promover la justicia social, para hacer realidad la aspiración de un México libre, es decir, para consolidar ese anhelo que a lo largo de la historia ha recibido un nombre que por sí solo expresa el más alto proyecto democrático: “el bien común republicano”. Sólo el ejercicio de una democracia republicana hará posible avanzar en la conquista de estos dos objetivos. 




			



			 






			
Soberanía en la globalización 




			



			 






			¿Por qué insistir ahora en la importancia de la soberanía? Porque es la esencia de toda nación y porque hoy, entre nosotros, está en riesgo. Para nuestra nación, mucho más que para otros países de Latinoamérica, el factor geopolítico (la vecindad con la nación más poderosa en el mundo) ha propiciado que la lucha por la soberanía sea una premisa indispensable para la preservación de la República. Para quienes habitamos esta tierra marcada por el devenir de culturas varias veces milenarias, el propósito fundamental es persistir como nación soberana. 




			Lo que llamamos México es un agregado de luchas históricas, memorias compartidas y aspiraciones colectivas que identifican y articulan a sus ciudadanos. Pero nada garantiza que estos factores de cohesión permanezcan si los mexicanos no trabajamos de manera sostenida para lograrlo. Hay que apelar al esfuerzo colectivo para que el país conserve su esencia sin renunciar al progreso y al cambio. 




			No hay soberanía sin un Estado fuerte. Pero la fortaleza del Estado no reside en su tamaño, mucho menos en el ejercicio de un gobierno basado en la cerrazón y la intransigencia. Es la legitimidad la que le confiere fuerza al Estado. Y esa legitimidad deriva de que el Estado sirva al pueblo y no se sirva de él. Es el gobierno por el pueblo y para el pueblo. 




			Si Max Weber definió al Estado como aquel que dentro de un determinado territorio ejerce el monopolio del uso de la fuerza, única fuente del derecho a la coerción, hay que insistir que su carácter soberano lo adquiere cuando  tiene  el  poder  para  decidir  sobre  las  reglas  en  un  territorio  y  el poder para aplicarlas. Es la nación la que es soberana. Y la lealtad del pueblo hacia el gobierno y sus instituciones surge ahí donde avanza la justicia cuando el pueblo es el sujeto de su propia transformación y no el objeto pasivo de la dádiva gubernamental. Un Estado pierde legitimidad cuando se sirve del pueblo en lugar de cumplir con su obligación fundamental, que es la de servir al pueblo. 




			



			 






			
Sin justicia no hay legitimidad; 




			
sin legitimidad no hay Estado en una nación soberana 




			



			 






			La exigencia de justicia social es impostergable en México. Luego de un siglo de revolución y a pesar del esfuerzo de varias generaciones, el país registra una de las peores distribuciones del ingreso en el mundo y una desigualdad social inadmisible. La mayor violencia es la pobreza. 




			¿Por qué es necesaria la justicia social para consolidar la libertad? Es más que la antigua utopía, sencilla y conocida, de “poner fin a la desigualdad”. La justicia es la esencia de la legitimidad, y sin ella no hay soberanía. No hay legitimidad  sin  respaldo  popular. No  un  respaldo  sostenido  por  multitudes de acarreados o por muchedumbres sin proyecto, como sucede bajo los gobiernos  neopopulistas; tampoco  uno  que  provenga  de  ciudadanos  desvinculados  que  sólo  participan  a  la  hora  de  responder  encuestas, como acontece en las administraciones de corte neoliberal. 




			Un Estado legítimo es necesario para consolidar la defensa de la soberanía de la nación. La legitimidad del Estado proviene del apoyo voluntario del pueblo que se organiza y participa de manera autónoma para hacer realidad la justicia. Y para que la justicia sea fuente de libertad es preciso alcanzarla al margen de los métodos asistencialistas, de las dádivas neoliberales y del clientelismo neopopulista. 




			



			 






			
La justicia social: 




			
una conquista, no una dádiva 




			



			 






			La  justicia  que  deviene  legitimadora  del  Estado  es  aquella  que  edifica  el pueblo convertido en sujeto de su propia transformación. Hoy, en México, es necesario postular nuevos principios de justicia, más sólidos y de más amplia cobertura. Para la gran mayoría de los ciudadanos del país, la evidencia de tanta riqueza en manos de tan pocos es inaceptable. Pero igualmente inadmisible, además de ingenuo, es suponer que la buena voluntad de los que más tienen o la actitud magnánima del Estado representan un camino viable para aliviar los males que afligen al país. Por lo general, la filantropía y el paternalismo estatal sólo han servido como paliativos. De ellos se han valido el gobierno y la iniciativa privada para preservar y extender las más diversas formas de subsidiar al capital. 




			



			 






			
La propuesta 




			



			 






			Las líneas precedentes abren el camino para formular con mayor nitidez la esencia de la democracia republicana, una forma de participación y convivencia que les permite a los ciudadanos superar su condición de objetos condicionados  por  el  poder, para  convertirse  en  sujetos  de  su  transformación. En la democracia republicana los individuos se convierten en ciudadanos al participar juntos, organizados, y hacen por sí mismos lo que sólo ellos pueden hacer por su comunidad; así convierten sus prácticas cívicas en iniciativas políticas y dan un sentido a su poder transformador. De esta forma evita que el Estado tome en sus manos responsabilidades que sólo corresponden a los ciudadanos. 




			Son republicanos aquellos hombres y mujeres que participan de manera activa  en  los  asuntos  públicos. Lo  hacen  de  manera  organizada, en  agrupaciones territoriales o vinculadas a la producción. Se involucran en la vida ciudadana mediante el diálogo y el debate, a través del procedimiento de la organización relacional y la política popular. Expresan su opinión y sus diferencias en reuniones y asambleas (en esto la democracia republicana se asemeja, en más de un sentido, a la democracia deliberativa). Tras el diálogo y el debate pasan a la acción a través de grupos y organizaciones autónomas, al margen de toda intervención del Estado. 




			En el terreno de la producción, la autonomía de las organizaciones de los trabajadores respecto al Estado le abre una ruta de participación a la democracia industrial. De esta forma se busca enfrentar un sistema económico que, al funcionar mediante ciclos alternos de expansión y crisis, pone a los ciudadanos, en particular a los trabajadores, ante un riesgo permanente. En la democracia republicana los trabajadores sostienen sus demandas desde “posiciones estratégicas”, es decir, aquellos que interrumpen la producción y el intercambio, y que pueden convertirse en una forma excepcional de ejercer presión sobre otros poderes para obligarlos a revisar y modificar decisiones. 




			Se trata de pasar de una ciudadanía conformada por individuos que se limitan a votar y consumir, a una integrada por personas que participan y se organizan. De esta manera los individuos de una cuadra, un barrio, una sociedad, dejan de ser ajenos a la comunidad que los rodea, anónimos, para ejercer las más diversas actividades cívicas y convertirse en verdaderos vecinos y compañeros, en con/ciudadanos. 




			En las comunidades y organizaciones orientadas por los principios de la democracia republicana, la discusión de las ideas pasa por el análisis y la comprensión de la historia, en busca de lecciones útiles para los tiempos que corren. Conviene enfatizar a la música y la poesía, dos formas de expresión que alientan el diálogo y que, compartidas por la comunidad, crean empatía y alientan la necesidad de trascender, de ir siempre “más allá”. 




			Para que los proyectos surgidos del intercambio de ideas y puntos de vista se traduzcan en transformaciones efectivas, hay que pasar a la acción. El pensar cobra pleno sentido en el actuar. Son los actos y sus resultados los que crean confianza y trazan horizontes. Desde la perspectiva de la democracia republicana, es preciso que la participación ocurra en y por medio de organizaciones sólidas. En la vida ciudadana organización significa fuerza. Hay que superar el individualismo dominante y revalorar la potencia del “nosotros”, el pronombre que mejor nos designa como colectividad. 




			



			 






			
La importancia del contexto internacional 




			



			 






			Conviene insistir que en México, dada su historia y su peculiar ubicación en el mapa, los efectos del entorno exterior tienen un peso especial. Entre las condiciones que mayor  impacto  tienen sobre la realidad nacional hay dos  de  especial  importancia: la  presencia  abrumadora  del  capital  especulativo y la vecindad con los Estados Unidos, un país que entró al siglo XXI fortalecido por la preeminencia de una dinámica unipolar. El poder de esa gran nación, según se sabe, descansa en su economía, la cual, para plantearlo en términos anatómicos, tiene como cerebro al sector financiero y al petróleo como las venas que irrigan su cuerpo. 




			La actual necesidad de abasto de petróleo por parte de los Estados Unidos (sobre todo del que pueden obtener de una región cercana y segura como México), unida al dominio estratégico de los bancos de ese país sobre nuestro sistema de pagos, aumentan de manera considerable los riesgos que hoy enfrenta la soberanía nacional. Poco puede esperarse de posibles alianzas con los liberales estadounidenses, y aún menos de algún tipo de acuerdo con los neoconservadores. 




			



			 






			
El debilitamiento de los pilares 




			



			 






			Durante la “década perdida” iniciada en 1995 a partir del establecimiento del neoliberalismo en nuestro país, se debilitaron cuatro columnas fundamentales para la supervivencia de la nación: la soberanía y, con ella, el poder; el progreso sustentable; la justicia social y, finalmente, la seguridad. Se trata, como puede verse, de asuntos que determinan la vida de los mexicanos. Los ideales  y  las  preocupaciones  de  los  Estados  Unidos  son  muy  distintos  a los de las naciones de América Latina: felicidad, éxito, confianza, democracia y  libertad, en  el  primer  caso; poder, justicia, progreso  y  seguridad  en  el otro. 




			Urge recuperar el camino del progreso, entendido como bienestar incluyente, no como una mera vía para alcanzar la bonanza individual. Es preciso también restaurar la seguridad, restablecer un espacio para el pleno ejercicio de la libertad. Un espacio donde no tengan cabida el despojo, la amenaza, el miedo a la inseguridad individual y colectiva. 




			Es necesario instituir un sistema justo que permita restaurar, de una vez por todas, esa fractura del contrato republicano que representa la pobreza en la que viven millones de compatriotas. La justicia, entendida como bien común, reclama participación organizada, instituciones sólidas y la vigencia del Estado de derecho (la igualdad ya está establecida ante la ley). 




			



			 






			
La lucha por fortalecer a la República 




			



			 






			Todo esto exige el fortalecimiento de la República sobre los cimientos de  una  democracia  sólida, apoyada  en  la  fuerza  de  los  ciudadanos  organizados y autónomos del Estado. Demanda, entonces, la intervención de ciudadanos capaces de exigir la representación de gobernantes aptos para asumir programas diseñados desde abajo; ciudadanos dispuestos a cuestionar a los políticos. Requiere, en suma, la acción de una ciudadanía armada con las herramientas necesarias para exigirles cuentas a sus representantes y para participar en el ejercicio del poder mediante sus organizaciones. 




			Éste es un objetivo central del liberalismo social en su nueva etapa: abrir cauces para la aportación del pueblo organizado; dejar atrás ciertos vicios inveterados, como el asistencialismo, la dádiva y el clientelismo; darle forma, en fin, a una democracia efectiva y no meramente formal. Se trata, hay que insistir, de romper la dependencia en el Estado y, al mismo tiempo, rechazar los abusos del mercado; de hacer del Estado un agente activo de la lucha por la soberanía, la libertad y la justicia, un medio eficaz para que las innovaciones del mercado se traduzcan en prosperidad sustentable, incluyente. 




			



			 






			
Hacia la construcción de una nueva etapa: ciudadanos organizados y participativos 




			



			 






			Es la hora de los ciudadanos participativos. La nueva fase del liberalismo social aspira a construir una democracia con adjetivos: una democracia republicana, integrada por ciudadanos conscientes de que su obligación política no empieza y termina en una opinión o en las urnas; una democracia en la que la sociedad se involucra de manera activa en las tareas de gobierno. El autogobierno es parte esencial del pensamiento republicano. 




			Se trata de romper con cierta versión inflexible de la división de poderes y el imperio de la ley (esa donde el Estado es el único responsable de alentar la participación social), para pasar a otro en el que los propios ciudadanos, de manera autónoma respecto al Estado, deciden ejercer las virtudes de la participación  activa. El  propósito  es  poner  a  la  sociedad  en  el  centro  de la vida pública. 




			Para recuperar la plena soberanía del país, alcanzar la justicia y con ella la libertad, es preciso alentar la interacción permanente de tres factores: la lucha cotidiana, la participación organizada y el compromiso colectivo. A fin de cuentas, es en la sociedad civil donde las relaciones sociales hacen la sustancia de la política nacional. 




			La democracia republicana distingue entre lo social y lo que es propio del Estado. Propone que los ciudadanos construyan nuevas organizaciones y que, a través del trabajo constante, ordenado, independiente de la acción estatal, las conviertan en instituciones autónomas, muy distintas de aquellos organismos que durante años alimentaron el corporativismo en el país. Se dispone a dejar atrás las polvaredas anarquistas y aspira a que los ciudadanos organizados funden una nueva etapa en la historia de la nación. 




			



			 






			
Sí, son necesarios el mercado y el Estado…  pero como medios, no como fin 




			



			 






			El movimiento pendular que va de los abusos del mercado a la dependencia en el Estado no es nuevo en México. Nuestro país ha padecido estos excesos, lo mismo con los gobiernos neoliberales que con los neopopulistas. Ambas alternativas han frenado el desarrollo de la nación. La democracia republicana rechaza las propuestas alternadas y cíclicas que van del dominio de Estado a la preponderancia del mercado. El centro de su proyecto lo ocupa el pueblo participativo que actúa de manera organizada. 




			Es importante subrayarlo: el mercado es indispensable para promover la calidad y la eficacia a través de la competencia y como motor de la innovación. Ahí donde se pretende elevar el bienestar general, es preciso alentar un comercio más intenso, libre y justo, entre países y regiones. 




			En cuanto al Estado, su acción es necesaria en varios terrenos: la regulación  de  las  distintas  actividades  económicas, el  diseño  y  el  ejercicio  de programas  orientados  a  crear  infraestructura, así  como  la  planificación  y el desarrollo de los sistemas nacionales de educación y salud. 




			Entonces, ¿qué ha fallado? El problema está en que la omnipresencia del capital especulativo ha vuelto a ocasionar crisis monumentales y, en consecuencia, ha reducido al mínimo las posibilidades de que el mercado estimule la eficacia productiva, mientras que la dependencia en el Estado sólo ha servido para subsidiar el capital y frenar la posibilidad de que el ciudadano sea, antes que un mero objeto, el sujeto activo de su transformación. 




			Ante esto, urge emprender acciones dirigidas a lograr que el Estado trabaje  a  favor  de  la  libertad  y  la  justicia, y, al  mismo  tiempo, a  evitar  que el mercado siga actuando a favor del capital especulativo y no en beneficio del progreso sustentable. 




			



			 






			
Más allá del Estado de bienestar, 




			
una sociedad capaz de exigirle bienestar al Estado 




			



			 






			Para construir un gobierno republicano y democrático no es suficiente la realización de elecciones libres y limpias: es indispensable la participación organizada del pueblo en la vida política del país, antes y después del proceso electoral. Éste es el principio rector de la democracia republicana. 




			Ante los desastres provocados por el capital especulativo, el péndulo vuelve a oscilar hacia la reivindicación de una mayor presencia del Estado. No obstante, la democracia republicana no dirige sus demandas hacia el Estado de bienestar, por la sencilla razón de que hoy un sistema así, sin el concurso de la ciudadanía, sólo sirve para subsidiar al capital. A cambio, propone que los ciudadanos organizados obliguen al Estado a cumplir con su deber principal, que es el de garantizarle al pueblo seguridad, salud, educación y justicia. 




			Antes que reclamar un Estado de bienestar hay que promover la organización popular, y a través de ella obligar al Estado a proveer bienestar para todos, mediante el uso transparente y regulado de los recursos. 




			Resulta indispensable regenerar el lenguaje. Ya no es posible nombrar con las palabras de siempre un mundo tan mudable y demandante como el que vivimos.“Democracia”, por ejemplo, implica mucho más que un sistema electoral con alternancia en el poder. Para devolverle todo su sentido, es necesario vincular esta palabra y lo que designa con otros valores, como la participación organizada en los asuntos públicos que convierte a los individuos en ciudadanos. 




			



			 






			
De un programa para “la gente” a una propuesta del pueblo 




			



			 






			Conviene reiterarlo: en los hechos y en el discurso los gobiernos neoliberales y neopopulistas han suplantado al “pueblo” con “la gente”. Olvidan que el soberano no es “la gente”, es el pueblo. No se trata sólo de una diferencia semántica. En realidad, esta sustitución ha representado un giro extremo en el proyecto de nación de los mexicanos. 




			Para los neoliberales los ciudadanos del país son “la gente”, es decir, una masa de individuos que conforman una colectividad imaginaria, seres aislados incapaces de agruparse para actuar en la defensa de sus derechos y a favor de una patria mejor para sus hijos. Individuos que ignoran el valor de la solidaridad y cuyos puntos de vista no pasan de ser buenos deseos pronunciados al azar. 




			Para los neopopulistas el pueblo es un sinónimo de masas disponibles. El populismo autoritario abate las redes de solidaridad a partir de la imposición de controles verticales. Practica el clientelismo mediante la formación de organizaciones sociales controladas desde el gobierno, dependientes del Estado. 




			Ambas corrientes, neopopulismo y neoliberalismo, han hecho de la democracia  un  simulacro, al  despojarla  de  uno  de  sus  principios  esenciales: la participación consciente de los ciudadanos. Al abolir la acción popular consciente y organizada y, con ella, las redes de relación, corresponsabilidad y solidaridad al interior de las comunidades, han destruido el capital social. Todo esto, a su vez, ha debilitado a la República. 




			



			 






			
La sociedad no es el Estado 




			



			 






			Frente a estas corrientes, la democracia republicana apuesta por reafirmar el concepto de pueblo soberano. El “pueblo” no es una noción, algo olvidable que se podría reconocer o despreciar, de una manera indiferente. Bien entendido, este concepto reconoce a las personas como parte de una verdadera red social. Unidos como pueblo, los ciudadanos establecen vínculos de solidaridad, se  reconocen  como  parte  de  un  colectivo  cohesionado  por ideales, proyectos y tradiciones. Un colectivo hermanado en torno a un eje de identidad que no es producto del azar sino el resultado de una historia compartida y ancestral. 




			En épocas anteriores se confundió lo social con lo estatal y la iniciativa popular terminó subordinada al Estado. Ese peligro sigue presente: tanto el contexto nacional como el internacional han sufrido cambios drásticos y el péndulo se inclina hacia un mayor control del Estado. De cara a la construcción de la nueva etapa del liberalismo social, se hace indispensable poner todo el énfasis posible en la necesaria autonomía de las organizaciones ciudadanas, más allá y libres de la tutela estatal. 




			



			 






			
“Es más difícil ser compañero que ser amigo” 




			



			 






			Poco tiempo después de los trágicos acontecimientos del 11 de septiembre de 2001, el capitán de Bomberos de Nueva York, James Gormley, pronunció una oración fúnebre en memoria de sus compañeros fallecidos en las Torres Gemelas. En sus palabras resumió con elocuencia y sensibilidad excepcionales el significado de trabajar entre compañeros. Gormley expresó: 




			



			 






			Somos más que amigos. Llamarnos hermanos no haría justicia a nuestra relación. En realidad somos compañeros [comrades en inglés]. No siempre somos amigos. Es más difícil ser compañero que amigo. Es diferente a ser hermano. Los hermanos y los amigos perdonan los errores… Los compañeros somos diferentes. El compañero no perdona nada. No puede. Necesita que seas mejor… Hay demasiado en riesgo, pero nuestro respeto y confianza en el otro no está a discusión… En las operaciones, nuestra agresividad está basada en la confianza que compartimos entre nosotros. Es una relación única, diferente pero especial… Nos conocemos como ningún otro nos conocerá. No podemos trabajar con éxito sin el otro… Compartimos los problemas, compartimos la tensión y el estrés… Y si al cumplir el compromiso y la misión alguien fallece, se transforma en una estrella en el firmamento, un punto de referencia. Una marca definida en el mapa de la humanidad. Puedes guiarte por esa señal para navegar en la oscuridad. No extraviarás el camino, no te perderás.2 




			



			 






			La confianza compartida es indispensable para los integrantes de un cuerpo, pues aquello que está en juego es de especial trascendencia: no sólo las vidas individuales o el honor personal sino “el orgullo colectivo, el bien del grupo y del pueblo por los que se lucha”. 




			Es necesario comprender la importancia de esos otros con quienes se comparte la lucha. El vínculo deriva no de un accidente marcado por el nacimiento (la relación filial) sino de una relación solidaria construida por un compromiso voluntario con el otro. En el nuevo republicanismo, compañero  es  una  palabra  cuyo  significado  profundo  debe  buscarse  entre  las ideas de algunos pensadores progresistas. En el ideario de Hannah Arendt, por ejemplo, ser compañero representa “ser el amigo de cada hombre, mas no el hermano”. 




			La lengua es una creación social. Desde esta perspectiva, conviene recordar el significado del término “compañero”. El vocablo se popularizó durante las luchas sociales del siglo XVIII. Se trata de una palabra tomada del francés compagnon, a su vez derivada del latín cum y panis, “compartir el pan”. Durante la luchas mexicanas del siglo XX la noción de “compañero” cobró un significado distinto, al recibir la influencia de las palabras inglesas fellow y mate, utilizadas por los trabajadores con una intención semejante, pero  no  idéntica, a  la  de “camarada”. La  verdadera  ciudadanía, se  puede inferir, no viene de la igualdad ni de la libertad sino de las responsabilidades compartidas, los compromisos conjuntos y, a fin de cuentas, de la lucha en comunidad. 




			



			 






			
Antes de actuar, interrogantes en busca de respuesta 




			



			 






			En esta lucha indispensable, ¿quiénes son los compañeros en los que podemos confiar?, ¿quiénes serán los beneficiarios de nuestro esfuerzo? La batalla, ¿es  por “nosotros” o  es  también  por “otros”? Y  en  última  instancia, ¿quiénes somos “nosotros”? Es preciso definir la verdadera amplitud de este pronombre, que en términos de participación social va más allá de la familia, los amigos, el entorno inmediato. Lo que está de por medio en la lucha emprendida es trascendente, no sólo para la vida de cada individuo sino en primer lugar para la dignidad colectiva y el bien de la sociedad. 




			A la hora de precisar una estrategia conviene definir de manera puntual quiénes son nuestros aliados, quiénes componen esa entidad de la que formamos parte y a la que llamamos “el pueblo”. La conformación de una verdadera comunidad ciudadana no se limita a unos cuantos “conocidos” que comparten un temor particular, un interés, un deber, incluso un reclamo. Establecida la cabal amplitud del nosotros, debe entenderse que todos los involucrados en la lucha formamos parte de un mismo movimiento, articulado por unas demandas y unos compromisos comunes pero también por un fuerte vínculo de solidaridad. 




			Como punto de partida, John Womack Jr. señala que es preciso plantearse un par de preguntas: ¿en qué tipo de lucha participamos?, ¿quiénes son convocados por el movimiento del que formamos parte? Es necesario ir más allá del círculo estrecho de nuestro entorno más inmediato (el lugar de trabajo, el barrio), desterrar la idea de que el esfuerzo es sólo con y a favor de las personas más próximas. De otra forma, el esfuerzo no irá más allá de una especie de “individualismo colectivo”. Tratar de ampliar al máximo el panorama, abrazar objetivos compartidos por el mayor número posible de ciudadanos. 




			El interés central está en las luchas colectivas. Hay que tener en cuenta que siempre existe la posibilidad de ir más allá de los problemas locales y articular fuerzas con agrupaciones similares para enfrentar el poder de los adversarios. Y más aún: siempre es factible la unión de muchos grupos diversos, congregados en una gran organización y movilizados en pos de diferentes reclamos ante una misma autoridad. 




			En lo individual, cada persona tendrá que responder a varias cuestiones esenciales: en medio de esta tarea ciudadana, ¿quién soy yo?, ¿a qué medio pertenezco?, ¿dónde  estoy  situado  y  qué  lugar  ocupan  mis  adversarios?, ¿quiénes son ellos y qué visión tienen de mí? Se trata de preguntas destinadas a crear un mayor nivel de conciencia, y más precisamente de conciencia colectiva, en cada participante. A ellas hay que sumar otras relativas a la comunidad y la convivencia. ¿Con quiénes pasamos más tiempo: con la familia, los amigos, los compañeros de trabajo, los colegas de la misma profesión? ¿Qué perfil tienen nuestros allegados más próximos: son del mismo barrio, asisten al mismo lugar de oración, son jóvenes o viejos, cuál es su formación educativa? ¿Cuáles son nuestros principales puntos de encuentro: el club, la iglesia, el templo, el café, el parque o las calles de la colonia?  




			Desde un punto de vista colectivo conviene plantear otras interrogantes: ¿cuál es el origen de los males que se pretende combatir?, ¿a quiénes habrá de beneficiar la lucha compartida? De manera señalada, es necesario responder por anticipado y entre todos los participantes una pregunta insoslayable: en caso de alcanzar el triunfo, ¿cómo evitar un mal uso del poder que suele acompañar a la victoria? 




			



			 






			
Un diseño republicano 




			



			 






			El viejo esquema del “hombre fuerte” encumbrado por una sociedad que deja todo en manos de un solo individuo, como si un líder providencial fuera capaz de imponer la justicia en momentos de consternación y desánimo, no puede ser una opción para los mexicanos del siglo XXI. Lo que hoy requiere México es una ciudadanía participativa, consciente y organizada. 




			Es el momento de promover la fuerza de la sociedad civil: organizada, ella sabrá rechazar la persistencia de un sistema político que se sirve en lugar de servir. 




			He aquí, sólo a manera de un primer ejercicio, un breve inventario de ideas y acciones posibles: 




			•	 Pensar estratégicamente, es decir, definir qué queremos, identificar al adversario y reconocer los terrenos en los que ocurrirá la lucha. Es preciso consolidar un verdadero poder estratégico, a través de un proyecto común fundado en la fuerza de la sociedad organizada, a favor de una reforma profunda para fortalecer soberanía y avanzar en el camino de la justicia que permita la libertad. 




			•	 Los ciudadanos deben participar y organizarse de manera autónoma. Hay que fortalecer la sociedad civil. Es la hora de los ciudadanos participativos, conscientes  y  organizados. Democracia  republicana  es  la práctica cívica misma. 




			•	 Diseñar y alentar políticas públicas que incluyan la participación ciudadana organizada y autónoma, para impulsar el surgimiento de organizaciones de auténtica vanguardia. Se trata de deslindar con claridad los  distintos  terrenos  de  participación  de  los  sectores  civil, Estatal  y privado. 




			•	 Establecer un centro de formación ciudadana, que prepare la batalla en el terreno de las ideas. Con miras a alcanzar este propósito, es fundamental la intervención de los líderes de las comunidades participantes. Formados en la acción y el debate cotidianos, estos líderes habrán de asumir el papel de intelectuales orgánicos del nuevo proyecto democrático y, al contrarrestar el predominio de los ideólogos que hoy se alinean en las filas del neoliberalismo y el neopopulismo, construir una nueva hegemonía. 




			



			 






			Mediante una labor persistente y no siempre honesta, neoliberales y neopopulistas han logrado imponer su visión política a la mayoría de los mexicanos. Empeñado por ahora en involucrar a los ciudadanos en la promoción activa de la justicia y en conducir al país hacia su plena soberanía, el liberalismo social ocupa en nuestros días una posición minoritaria. Es momento, por lo pronto, de entablar una lucha de posiciones, de desgaste del adversario, para construir las bases sociales, el poder técnico y el cuerpo de ideas que permitan aproximarse paso a paso a la conquista de las metas fijadas. Para avanzar en esta dirección conviene empezar por emprender acciones específicas y políticas públicas en clave de democracia republicana. 
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